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REDUCCIÓN JORNADA LABORAL A 37,5
HORAS SEMANALES

En el contexto de las transformaciones del mercado de trabajo europeo, la
propuesta de reducción de la jornada laboral ordinaria en España a 37,5 horas
semanales, sin merma salarial, constituye un hito de primera magnitud. No se
trata de una medida aislada, sino de un paso dentro de una tendencia global que
busca reequilibrar la vida laboral y personal de los trabajadores, adecuando el
modelo productivo a las exigencias de sostenibilidad social y tecnológica del siglo
XXI.

La reducción de la jornada laboral no es una medida neutra: incide de forma
directa sobre la organización interna de las empresas, sobre sus estructuras de
costes, sobre la productividad agregada, y sobre la competitividad de la economía
española en el concierto internacional.

Las implicaciones de esta reforma son múltiples y exigen un análisis riguroso
desde las ópticas micro y macroeconómica, así como desde una visión tradicional
de la economía, que valore los equilibrios históricos entre trabajo, capital y
productividad.

Actualmente, el Estatuto de los Trabajadores establece un máximo legal de
cuarenta horas semanales de trabajo efectivo en cómputo anual. La reforma
impulsada prevé una reducción a 37,5 horas. Este cambio no conlleva reducción
proporcional del salario, es decir, se consolidaría una reducción de jornada
manteniendo el mismo salario bruto anual para los trabajadores afectados.

Existen precedentes internacionales que ofrecen valiosas lecciones. En Francia, la
Ley Aubry de 2000 fijó la jornada en 35 horas semanales, con efectos diversos
sobre la creación de empleo, la productividad y los costes empresariales.
Alemania y los Países Bajos optaron por flexibilizar convenios sectoriales para
adaptar la jornada laboral, mientras que en el Reino Unido y otras economías se
están ensayando semanas laborales de cuatro días sin impacto negativo en la
producción. Estos antecedentes son referencia obligada para prever los posibles
resultados de la reforma española.

Desde la perspectiva empresarial, la reducción de jornada con mantenimiento de
salario implica un aumento del coste laboral por hora efectiva.
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Este incremento no es homogéneo: afectará con mayor intensidad a sectores con bajo margen
de beneficio y elevada dependencia de mano de obra directa, como la hostelería, el comercio
minorista o el transporte. En estos sectores, las empresas podrían verse obligadas a contratar
personal adicional para cubrir la producción necesaria, lo que incrementaría la masa salarial
total y exigiría una reorganización de turnos y de procesos operativos.

Por otra parte, es posible que la medida provoque un efecto positivo en términos de
productividad laboral. La experiencia comparada demuestra que jornadas más cortas pueden
favorecer una mayor concentración y rendimiento del trabajador, reduciendo el absentismo y
aumentando la motivación. Sin embargo, esto depende de la capacidad de la empresa para
optimizar sus flujos de trabajo y para invertir en tecnología que compense la menor presencia
física del trabajador.

Las pequeñas y medianas empresas, especialmente aquellas con menos de 50 trabajadores,
afrontarán mayores dificultades para adaptarse. Su menor músculo financiero y organizativo
les impide en muchos casos absorber el aumento de costes sin deteriorar su rentabilidad, o
trasladar el sobrecoste al consumidor final, con el consiguiente riesgo de pérdida de
competitividad.

A nivel macroeconómico, la reducción de jornada puede tener efectos ambivalentes. Por un
lado, puede facilitar la creación de nuevos puestos de trabajo si las empresas optan por
contratar personal adicional para mantener su nivel de producción. Esta hipótesis es defendida
por algunos estudios económicos que argumentan que la redistribución del tiempo de trabajo
es una vía para reducir el desempleo estructural.

Sin embargo, las experiencias previas en Francia y otros países muestran que este efecto no es
automático: depende de que existan incentivos adecuados a la contratación y de que los
convenios colectivos permitan la flexibilidad necesaria.

Existe el riesgo de que, en lugar de contratar, las empresas intensifiquen los ritmos de trabajo
o eleven la presión sobre sus plantillas para obtener los mismos resultados en menos tiempo,
con el consiguiente deterioro del clima laboral y de la salud de los trabajadores.

Desde el punto de vista de la competitividad internacional, la medida puede ser negativa para
sectores que compiten por precio en mercados globales, especialmente en industrias
manufactureras o servicios externalizables.

No obstante, los sectores de alto valor añadido, como la tecnología o los servicios
profesionales, podrían verse beneficiados al mejorar su capacidad de atraer talento cualificado
mediante condiciones laborales más atractivas.
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El efecto sobre la demanda agregada es otro factor relevante. Un incremento del tiempo libre
de los trabajadores podría traducirse en un aumento del consumo de bienes y servicios
relacionados con el ocio, la cultura y el turismo, generando así una fuente de estímulo para
sectores específicos de la economía interna. Este efecto de demanda inducida podría mitigar,
en parte, el impacto negativo sobre otros sectores.

El impacto de la reducción de jornada no será uniforme. Sectores industriales con alto grado
de automatización podrían absorber el cambio con relativa facilidad, mientras que la
construcción, por su dependencia de la mano de obra directa, sufrirá un incremento
significativo de costes.

La hostelería y el comercio minorista afrontarán dificultades especiales por su necesidad de
ampliar turnos y cobertura horaria para atender al cliente.

Por el contrario, actividades como las TIC, los servicios financieros o el asesoramiento
profesional pueden no solo adaptarse sin dificultades, sino incluso utilizar esta medida como
elemento de mejora competitiva.

Desde una visión económica tradicional, basada en la relación directa entre tiempo de trabajo,
productividad y salario, la reducción obligatoria de la jornada plantea serios interrogantes. Si
no va acompañada de un aumento proporcional de la productividad, esta medida puede
provocar una pérdida de eficiencia económica.

Las empresas verán alterada su estructura de costes, y podrían reaccionar con subidas de
precios, reducción de márgenes o incluso deslocalización de procesos productivos a países de
menor coste laboral.

Además, en economías como la española, con un elevado componente de economía
sumergida, existe el riesgo de que aumenten las contrataciones irregulares para compensar la
reducción de jornada formal.

Sin embargo, si la reforma se acompaña de inversiones en tecnología, formación de los
trabajadores y reorganización de procesos, es posible que su efecto final sea neutro, o incluso
positivo para la economía. Esta es la gran incógnita de la reforma: su éxito dependerá más de
la capacidad de adaptación de las empresas y de las políticas de acompañamiento que del
simple cambio normativo.

Para afrontar con éxito esta transición, las empresas deberán emprender auditorías internas
de procesos para eliminar tareas no productivas, invertir en automatización y digitalización,
revisar sus políticas de turnos y descansos y negociar de forma proactiva con los
representantes de los trabajadores fórmulas de adaptación sectorial.

Asimismo, deberán reforzar sus estrategias de retención de talento mediante políticas de
conciliación y flexibilidad laboral, que les permitan transformar la reducción de jornada en una
ventaja competitiva.
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